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R e s u m e n : Este estudio describe las re fo rmas hacia la descentralización
en mat e ria ambiental en México, utilizando evidencia del caso
de Sonora, estado fro n t e rizo del noro e s t e. El estudio identifi c a
p ri m e ro la descentralización ambiental dentro de un pro c e s o
más amplio: el de la descentralización política del México con-
t e m p o r á n e o, así como las diversas fo rmas de descentralización
que se han dado en el país y en instituciones innovadoras es-
p e c í fi c a s , tanto nacionales como intern a c i o n a l e s , que contri bu-
yen para lograr la descentralización ambiental. El pro g reso so-
n o rense en el área ambiental es descrito  enfatizando lo re fe-
rente a recursos y actividades de los mu n i c i p i o s , en part i c u l a r,
el municipio de Herm o s i l l o, así como las dife rencias entre mu-
nicipios fro n t e rizos e interi o re s. El texto concluye que la des-
centralización en Sonora toma la fo rma de desconcentración,
que está ligada a la provisión de servicios básicos, que ava n z a
con más rapidez en la frontera nort e, que está asociada con la
fuerza creciente de los movimientos sociales, y que se trata de
un proceso intrincado por las nu m e rosas ambigüedades de las
l eyes y estatutos existentes que necesitan ser clari ficados si los
municipios de Sonora han de asumir mas re s p o n s ab i l i d a d e s
d e n t ro de esta áre a .
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Introducción

Al menos durante las tres últimas administraciones mexicanas,
desde de la Madrid hasta Zedillo, el compromiso de descentralizar
la administración de programas públicos ha sido una prioridad
oficial del gobierno mexicano. Bajo el emblema de “nuevo federa-
lismo” la administración de Ernesto Zedillo ha dado una atención
sin precedentes al reforzamiento del papel de los gobiernos esta-
tales y municipales en varios sectores. Con apoyo económico del
Banco Mundial (1994; 1996) y otras fuentes de capital de inve r s i ó n ,
el gobierno mexicano ha ap oyado la capacidad de construcción de
obras por parte de los gobiernos mu n i c i p a l e s , la pri vatización de los
s e rv i c i o s , y la transfe rencia descendente de las re s p o n s abilidades ad-
m i n i s t r at i vas desde 1990. Una parte signifi c ativa de este apoyo ha
sido dirigido directamente a la cuestión ambiental.
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Abstract:This study describes Mexico’s decentralizing reforms in the
area of environmental policy as they are evident in the case
of the northwestern border state of Sonora.The study first
locates environmental decentralization within the larger
process of political decentralization in contemporary Mexico
and the various forms of decentralization that are evident in
Mexico today and specific institutional initiatives, national
and international, contributing to the goal of environmental
decentralization in Mexico. Sonora’s progress in decentraliz-
ing environmental policy is then described with special
emphasis on the role, resources, and activities of “municip-
ios”, particularly the municipio of Hermosillo, and on dif-
ferences among border and interior municipios. The paper
concludes t h at env i ronmental decentralization in Sonora
l a rg e ly takes the fo rm of disconcentrat i o n , is linked to basic
s e rvice prov i s i o n , is proceding more rap i d ly in the nort h e rn
border are a , is associated with the growing strength of social
m ove m e n t s , and is hampered by nu m e rous ambiguities in
existing laws and statutes that need to be addressed if Sonora’s
municipios are to assume more re s p o n s abilities in this policy
a re a .
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Tal como señala Rodríguez (1997), el conjunto de los llamados
p rogramas de descentralización implican tres tipos de re fo rmas po-
líticamente distintas. La pri m e r a , que implica la transfe rencia des-
cendente de la autoridad administrat i va nacional hacia oficinas fe-
derales en re g i o n e s , estados y localidades, es de hecho una descon-
centración de los poderes del gobierno central. La segunda, u n a
t r a n s fe rencia de autoridad para la toma de decisiones hacia cuerp o s
a d m i n i s t r at i vos semiautónomos re s p o n s ables ante el poder establ e-
c i d o, lo cual puede ser señalado como una delegación del poder ad-
m i n i s t r at i vo. El tercer tipo de re fo rma es la “ d evo l u c i ó n ” del poder
para la toma de decisiones desde los más altos niveles de gobiern o
hasta los más bajos de tal manera que estos últimos adquieran una
m ayor autonomía política e independencia administrat i va .

En el área de política ambiental, los tres tipos de descentraliza-
ción están en juego y lo han estado desde finales de los och e n t a , y
más recientemente con especial énfasis en la región de la zona fro n-
t e riza nort e. H abiendo transcurrido una década desde el inicio fo r-
mal de estas re fo rm a s , es válido preguntarse sobre la situación de
estos cambios, qué clase de descentralización se está llevándo a ca-
b o, y si estos programas han sido fru c t í fe ro s , p a rt i c u l a rmente en la
región de la frontera nort e, que ha sido objeto de especial énfa s i s.

Las respuestas a estas preguntas aún no se pueden dar de ma-
nera profunda debido a que muchas de las iniciativas son recien-
tes. Dicho esto, algunas reflexiones considerando los logros y
errores cometidos hasta ahora en el proceso de la descentraliza-
ción ambiental pueden hacerse a partir de un examen de la situa-
ción en Sonora, un estado de la frontera norte, en donde tanto el
estado como sus municipios han sido involucrados en proyectos
para la protección ambiental y en donde un reciente conflicto am-
biental revela algunas de las contradicciones en la situación de la
política actual.

Reforma ambiental y gobierno municipal

Mientras el proceso de fortalecer los gobiernos municipales tiene
ya casi dos décadas y sus momentos más notorios fueron las re-



formas constitucionales de 1983 y 1987, la preocupación por el
ambiente es más reciente y está relacionada directamente con la Ley
General de Equilibrio Ecológico y Ambiente de 1988 y sus va rias re-
fo rm a s. D i cho breve m e n t e, las re fo rmas de 1983 al artículo 115 es-
t ablecen las bases para una devolución del poder fiscal y otros pode-
res administrat i vos a los estados y municipios dentro del sistema fe-
deral de México (Rodríguez, 1 9 9 7 ) . La re fo rma de 1987 al A rt í c u-
lo 73 confi e re al congreso federal la facultad de legislar de manera
c o n c u rrente entre los gobiernos fe d e r a l e s ,e s t atales y municipales en
el área de protección ambiental (Env i ronmental Law Institute,
1 9 9 6 ) . S o b re la base de esta disposición constitucional, la Ley A m-
biental de 1988 establece que los estados y municipios pueden te-
ner autoridad en todos los asuntos dentro de su jurisdicción siem-
pre que no estén asignados explícitamente al gobierno federal y
que, en el caso de falta de estatutos y reglamentos estatales y mu-
nicipales,la normatividad federal se continuará aplicando (Ley Ge-
neral, 1988).El capítulo 2 de la Ley General de 1988 autoriza a los
estados y municipios a contar con sus propios reglamentos y nor-
matividad ambientales con el propósito de llevar adelante los ob-
jetivos, normas y reglas ambientales nacionales dentro de su par-
ticular esfera de competencia, y estipula la participación de los
municipios en programas administrados por los estados, particu-
larmente, en los estudios de impacto ambiental y los planes de
emergencia (Ley General, 1988). El capítulo 3 de la Ley General
establece que los estados y municipios pueden promulgar regla-
mentos ambientales para todas las áreas dentro de su ámbito, que
no estén específicamente reservadas al gobierno federal (Ley Ge-
n e r a l , 1 9 8 8 ) . Con base en esta nu eva fa c u l t a d , para 1994 práctica-
mente los 31 estados mexicanos expidieron leyes ambientales esta-
tales en las cuales se especificaba la división del trabajo entre los
estados y municipios, respecto a la protección del medio ambien-
te (Environmental Law Institute, 1996).

Junto con estas iniciativas, fueron modificadas o revisadas
otras leyes federales que afectan la protección ambiental con el fin
de adecuarlas a la política de descentralización y responsabilidad
de los estados y municipios. Entre los temas de este tipo estuvie-
ron el agua, minería, pesca, bosques, relaciones agrarias, caza, y la
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ley del mar que contienen elementos de la política ambiental fe-
deral e involucran a estados y municipios de diversas maneras, re-
forzando el impulso descentralizador de la ley ambiental (Envi-
ronmental Law Institute, 1996).

Una última área de reforma tiene su origen en la arena inter-
nacional encausada por la política del Tratado de Libre Comercio
(TLC). En este caso, tanto el Convenio sobre Cooperación Ambien-
tal como el Acuerdo para Establecer una Comisión de Cooperación
Ambiental Fronteriza y el Banco Norteamericano de Desarrollo
brindan oportunidades adicionales para los estados y localidades,
particularmente en la frontera norte. Estos convenios incluyen ini-
ciativas binacionales que se orientan casi exclusivamente a la zona
fronteriza, creando d i fe rencias signifi c at i vas en la estructura de
o p o rtunidades para desarrollar capacidades entre la frontera y el in-
t e rior de México (NA A E C, 1 9 9 3 ) .

En respuesta a este desarrollo con componente intern a c i o n a l , l a
S e c retaría del Medio Ambiente (S E M A R NA P) emprendió un ambicioso
p royecto de descentralización basado en la creación de una red na-
cional para la administración ambiental en el país. Utilizando esta
red de leyes ambientales federales y estat a l e s , este proyecto busca al-
canzar los siguientes objetivo s : a) elevar la eficiencia por medio del
aumento de la capacidad de respuesta de los gobiern o s , acercando la
administración donde se encuentran los pro bl e m a s , b) ap oyar la p a r-
ticipación pública y la procuración de justicia a través de un pro c e-
so de elaboración e implementación de políticas más transparente y
d e m o c r á t i c o, c) pro m over relaciones interg u b e rnamentales utilizan-
do procesos concurre n t e s , y d) mantener la participación federal en
situaciones de alto riesgo o vulnerabilidad (E PA, 1 9 9 6 : apéndice 5.2).

A pesar de estas reformas, las facultades de los gobiernos esta-
tales y locales continúan siendo limitadas, formal e informalmen-
te. A los gobiernos estatales y locales, no se les permite adoptar o
aprobar, dentro de su área de competencia, reglas o normas técni-
cas más estrictas que las del gobierno federal. El sistema de admi-
nistración concurrente o intergubernamental tiene muchas ambi-
güedades concernientes a la amplitud y aplicación práctica de las
facultades de los gobiernos en varios niveles. Con algunas excep-
ciones, la situación puede ser descrita apropiadamente como un
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sistema que tiene incorporado un mecanismo de seguridad contra

fallas,1 en donde si la entidad responsable del nivel más bajo (el
municipio) resulta incapaz, entonces la responsabilidad pasa al si-
guiente nivel superior (el estado),y si éste también resulta incom-
petente, la responsabilidad pasa al nivel más alto (el gobierno fe-
deral). Lo más importante de esta situación es que las capacidades
administrativas y fiscales de los estados y, particularmente, de los
municipios, se mantienen limitadas debido al sistema de coordi-
nación fiscal existente y a las condiciones económicas imperantes.
Todo esto se desenv u e l ve en un clima de transición política y elec-
ciones más competitivas en todos los niveles de gobiern o, lo cual ha
p ropiciado que se ap recien más las deficiencias de los gobiernos es-
t atales y de las administraciones locales, así como la necesidad que
existe de mayo res re fo rmas que permitan avanzar en el proceso de-
mocrático y mejorar la capacidad de respuesta gubernamental a las
demandas públ i c a s , incluida la protección ambiental.

El caso de Sonora 

E n t re la ampliación de las facultades fo rmales y las mu chas re s t ri c-
ciones para ponerlas en práctica ¿ha habido algún tipo de avance a
n i vel local? A la fe ch a , no se cuenta con una comparación sistemá-
tica entre los estados sobre este asunto, p e ro pueden hacerse algu-
nas reflexiones observando el caso de Sonora, un estado fro n t e ri z o
que ejemplifica la dinámica de cambio y que manifiesta el contras-
te entre las zonas fro n t e rizas y el interior del país.

La Ley de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente del
Estado de Sonora (ap robada por el Congreso el 18 de diciembre de
1990 y publicada en el Boletín Oficial del Estado de Sonora el 3 de enero
de 1991) fue una de las primeras leyes ambientales estatales adop-
tadas y, en mu chos aspectos, se equipara a la ley nacional de 1988.
La aplicación de esta Ley Ambiental Estatal es encomendada a la se-
c retaría de Infraestructura Urbana y Ecología (S I U E) que, s u p u e s t a-
m e n t e, tiene Jurisdicción en todas aquellas áreas no asignadas explí-
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1 Nota del traductor: el término en inglés es nested fail safe system.
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1) Formular y conducir la política municipal de ecología,

2) prevenir y controlar emergencias ecológicas y contingencias ambienta-
les dentro del municipio,

3) regular las actividades que afecten el medio ambiente que no estén de-
finidas como actividades de "alto riesgo",

4) participar en el establecimiento y conservación de áreas naturales prote-
gidas dentro del territorio municipal,

5) establecer medidas de regulación para la contaminación del aire, conta-
minación visual y por ruido, calor, luz y olores, que afecten el medio
ambiente local,

6) prevenir la contaminación del agua y regular las descargas a los drenajes
y sistemas de alcantarillado dentro de la jurisdicción estatal o municipal,

7) aplicar reglas ecológicas en la planeación del uso del suelo,

8) evaluar impactos ambientales de obras y actividades,

9) regular los impactos ambientales del crecimiento urbano,

10) regular la disposición final de residuos sólidos,

11) proteger la imagen de la ciudad y las áreas de valor escénico,

12) concertar con los sectores social y privado para avanzar en el logro de
objetivos ambientales, y

13) aplicar las sanciones por violaciones a las leyes ambientales.

Cuadro 1

Facultades de los municipios sonorenses en
materia ambiental

Fuente: Ley del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente para el Estado de
Sonora (1990).

citamente al gobierno fe d e r a l . Las facultades de los municipios de
Sonora en mat e ria ambiental de acuerdo a la Ley de Ecología de
1 9 9 0 , son presentadas en el cuadro 1.



Además de las facultades anteri o re s , la Ley de Equilibrio Ecoló-
gico de 1991 también establ e c e : que cada municipio solicite “ m a-
n i festaciones del impacto ambiental” en obras o actividades dentro
de la jurisdicción del mu n i c i p i o ; que elab o ren y pongan en prácti-
ca sus propios reglamentos de acuerdo con las leyes ecológicas esta-
tales y fe d e r a l e s ; y que cada municipio establezca una comisión mu-
nicipal de ecología que se encargue de los pro blemas ambientales
d e n t ro de la competencia del mu n i c i p i o. La participación social es
e s t i mulada oficialmente —los ciudadanos tienen el dere cho de de-
nunciar ante el municipio o las autoridades estat a l e s , las violaciones
a las leyes ambientales que sean observa d a s , cuando los daños o
d e s t rucción sean ev i d e n t e s , para obtener un dictamen oficial que
puede ser introducido como evidencia en un proceso judicial—.

Estas disposiciones fo rmales ciertamente re p resentan un paso
adelante respecto del periodo de centralización extrema de la polí-
tica ambiental que otorg aba un papel muy limitado a estados y mu-
nicipios en la fo rmulación e implementación de la política ambien-
t a l . A nivel estat a l , la S I U E s o n o rense trabaja sobre una amplia gama
de actividades ambientales y constituye el principal recurso para los
ciudadanos que quieren corregir un pro blema ambiental o someter
sus preocupaciones ambientales a la consideración públ i c a . Sin em-
b a rg o, si atendemos a los montos de las partidas pre s u p u e s t a l e s , l a
dependencia ambiental del Estado de Sonora, la S I U E, continúa estan-
do comprometida principalmente con el desarrollo urbano y le da
poca pri o ridad a la protección ambiental (ver cuadro 2).

En términos de presupuesto para la protección del ambiente, l o s
municipios están todavía peor. Sólo 5 de los 72 municipios sono-
renses han expedido sus propios reglamentos de ecología o de pro-
tección ambiental. Las Comisiones Municipales de Ecología son en
la mayoría de los casos organismos que únicamente entran en fun-
cionamiento cuando hay protestas públicas o emergencias ambien-
tales —hasta 1998, sólo el municipio de Cajeme (cuya cabecera es
C d . O b regón) había establecido una comisión ecológica perm a n e n-
te (Boletín Oficial, 8 de marzo de 1993)—. Un sondeo re alizado en-
tre los seis municipios sonorenses más grandes, tres de la frontera
y tres del interior, mostró una variación considerable en la activi-
dad ecológica (ver cuadro 3). Únicamente las dos ciudades más
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g r a n d e s , H e rmosillo y Cd. O b regón habían realizado estudios de
impacto ambiental en 1998. El resto de los municipios no contab a n
con un procedimiento sistemático establecido y se ap oyaban en los
s e rvicios de la S I U E. Sólo dos mu n i c i p i o s ,Agua Prieta y Cd. o b re g ó n ,
tenían en funcionamiento programas de educación ecológica. Ta n
sólo dos contaban con computadoras provistas por el gobiern o, u t i-
lizadas exclusivamente por las oficinas de ecología —en Cd. O b re-
gón el encargado del programa ambiental utilizaba su propia com-
putadora y su vehículo personal para llevar a cabo las inspecciones
( Vi l l a , 1 9 9 8 ) — . Aunque las actividades ambientales de estos mu n i-
cipios se basan fo rmalmente en las mismas leyes estatales y mu n i c i-
p a l e s , los programas de cada municipio va ri aban bastante y podrían
d e s c ribirse mejor como programas diseñados ad hoc. La mayoría es-
t aban estre chamente relacionados con los servicios públicos tradi-
cionales —basure ros públ i c o s , a l c a n t a rillado y tratamiento de ag u a s
residuales o planeación y mejoramiento urbano—. En 1998, n a d a
más dos municipios tuvieron la capacidad para participar activa-
mente en una iniciat i va para re fo rmar la Ley Ambiental del Estado,
c u yo propósito principal es precisamente la definición de re s p o n s a-
bilidades municipales sobre ecología y protección ambiental.

Evidencia adicional sobre la participación de los municipios en
la política ambiental, se encuentra en el análisis y comparación de-
tallado de las partidas presupuestales (cuadro 4). Puesto que es vir-
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Gran total (pesos) $263,508,830
Carreteras 89,800,000
Sistemas rurales de alcantarillado 33,945,458
Sistemas urbanas de alcantarillado 29,305,000
Otros usos 101,468,372

Fuente: El Imparcial (1998).

Cuadro 2

Presupuesto de la SIUE, 1998



tualmente imposible separar los gastos de presupuesto real en eco-
logía debido a pro blemas en la conceptualización y la puesta en
operación de la “ e c o l o g í a ” y la “ p rotección ambiental” en la ap e r-
tura temática de los programas pre s u p u e s t a l e s , así como porque las
c ategorías presupuestales son bastante amplias y no permiten expli-
car los gastos en este campo (sólo uno de los 72 mu n i c i p i o s , C a j e-
m e, re p o rtó gastos en el ru b ro de “ecología”) se puede tener una
idea muy vaga de la dimensión de los gastos en ecología comparan-
do los gastos de las direcciones generales que están a cargo de la ad-
ministración ecológica en estos municipios y haciendo deducciones
a partir de estos dat o s. D ebe tenerse en cuenta que las funciones de
estas direcciones varían considerablemente de un municipio a otro
así como el monto total de los presupuestos mu n i c i p a l e s , lo cual
c o n t ri bu ye a mayo res contrastes en las asignaciones pre s u p u e s t a l e s
a estas dire c c i o n e s. Nótese que, con excepción de Agua Pri e t a ,t o d a s
estas direcciones son re s p o n s ables de las obras públicas del mu n i c i-
pio lo que significa una erogación considerable de los recursos de
d i chas dependencias y que dicha actividad constituye la pri n c i p a l
p ri o ridad a la hora de realizar el gasto. Suponiendo que dichas de-
pendencias asignan el 10% del presupuesto a ecología, e n t o n c e s ,
aun el municipio sonorense más ri c o, H e rm o s i l l o, gasta menos de
3.5 millones de pesos anualmente en esta función, y la mayoría tie-
ne menos de un millón de pesos para gastar en ecología. C o n s i d e-
rando que Cajeme, de entre todos los municipios sonore n s e s , t i e n e
los programas más avanzados y la mayor cantidad de personal asig-
nada a la protección ambiental y que su presupuesto es de 538,486
pesos anu a l e s , es lógico infe rir que los otros municipios sonore n s e s
están gastando menos que Cajeme. Si esto es ciert o, entonces está
c l a ro que los programas ecológicos de los mu n i c i p i o s , incluso en las
ciudades más grandes y prósperas de Sonora, están sujetos a seri a s
limitaciones pre s u p u e s t a l e s.

Hermosillo: un estudio de caso

El municipio de Hermosillo es un caso re l eva n t e. El municipio de
H e rm o s i l l o, con más de 559,000 habitantes en 1995, es la ciudad
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c apital de Sonora y está localizada a 270 kilómetros al sur de la fro n-
tera (I N E G I, 1 9 9 6 ) . La administración ambiental de Hermosillo goza
de privilegios part i c u l a res debido a su proximidad al gobierno del
estado de Sonora y a la importancia política de la ciudad como el
á rea urbana más grande en el estado.Aun así, el municipio ha alcan-
zado muy poca autonomía en la administración ambiental urbana.
El ayuntamiento de Hermosillo todavía tiene pendiente elaborar y
ap robar su reglamento de ecología. Su comisión de ecología, e l
c u e rpo de asesores especificado en la ley ambiental estatal (L A A P E S,
1 9 9 0 ) , está integrada por va rios re g i d o res pero no funciona coti-
dianamente y rara vez es mencionada sino sólo en emergencias o
como respuesta a presiones políticas. La ciudad cuenta con un
consultor especialista en medio ambiente, pero la mayoría de los
problemas ambientales son tratados como casos part i c u l a res o a
t r avés de dos comisiones fo rm a l e s , la Comisión de A s e n t a m i e n t o s
P ú blicos y la Comisión de Salud Públ i c a . En su estructura org á n i c a ,
el municipio cuenta con una pequeña subdirección de ecología co-
mo parte de la Dirección de Desarrollo Urbano y Obras Públ i c a s.
O fi c i n a , atendida por 4 empleados, ha sido designada por el go-
b i e rno municipal para que re s u e l va una amplia gama de pro bl e m a s
prácticos que incluyen pro blemas sanitarios (animales mu e rt o s , b a-
s u r a ) , c o n t rol de la ve g e t a c i ó n , ru i d o, uso ilegal del suelo y otro s
p ro bl e m a s , mu chos de los cuales están fuera de su ámbito fo rmal de
a c c i ó n . La subdirección hace esfuerzos para llevar a cabo estudios de
impacto ambiental (E L A) , p e ro únicamente exige que se pre s e n t e n
Planes Preve n t i vos (el nivel más bajo de aplicación de las leyes esta-
tales y federales) y estos planes son en gran medida elaborados lle-
nando un fo rmu l a rio estándar provisto por la ofi c i n a . Puesto que se
cuenta con sólo un inspector de tiempo completo dedicado a re a l i-
zar las eva l u a c i o n e s , cuando los funcionarios municipales conside-
ran que se re q u i e ren estudios de impacto ambiental (E L A) re a l e s ,s o n
t u rnados a la Secretaría de Infraestructura Urbana y Ecología (S I U E) ,
la dependencia ambiental del gobierno del estado.

En éste y en mu chos otros aspectos de la política ambiental que
a fectan al mu n i c i p i o, el ayuntamiento de Hermosillo depende en
gran medida de la S I U E q u e, por ejemplo, administra al menos no-
minalmente un programa sobre calidad del aire de la ciudad que, e n
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la práctica se vino abajo en 1996 por carencia de re c u r s o s. La S I U E,
a d e m á s , se encarga de aplicar otras leyes ambientales estatales que
a fectan el mu n i c i p i o. El municipio también depende de la Comi-
sión de Agua Po t able y A l c a n t a rillado del Estado de Sonora (C OA-
PA E S) , una agencia estatal semiautónoma que administra los re c u r-
sos del agua y calidad del ag u a , para la prestación del servicio de
agua potabl e.A su ve z , tanto el municipio como el estado dependen
en gran medida del gobierno federal que tiene jurisdicción exclu-
s i va en va rias áreas específi c a s , i n c l u yendo la regulación de dese-
chos peligrosos y sustancias tóxicas, así como la aplicación de la
n o rm atividad federal sobre aquellas áreas re s e rvadas nominalmen-
te a los estados y mu n i c i p i o s , p e ro sobre las cuales carecen de re-
glamentos y normas técnicas locales.

Los funcionarios ambientales del municipio están conscientes
de sus mu chas limitaciones. Por temor a crear expectat i vas públ i c a s
i n m e d i at a s , la subdirección ha mantenido una estrategia de baja vi-
sibilidad y está tratando de ordenar sus pri o ridades con el objetivo
de desarrollar un reglamento municipal que los dote de una auto-
ridad más detallada y efe c t i va que la actualmente existente (Land-
g r ave, 1 9 9 8 ) . El encargado de la oficina de Hermosillo es uno de
dos que ha participado activamente en la discusión de una iniciat i-
va legislat i va para revisar y fo rtalecer la ley estatal ambiental (Duar-
t e, 1 9 9 8 ) .

El municipio de Hermosillo puede describirse correctamente
como limitado tanto en su autoridad formal como en su capaci-
dad administrativa real para tratar problemas ambientales urgen-
tes dentro de su jurisdicción. Es comprensible entonces que, ciu-
dadanos, ONG’s, y otros actores sociales tengan poca confianza de
que el municipio pueda atender los problemas ambientales más
urgentes. La carencia de un reglamento propio y de comisiones
permanentes con responsabilidad administrativa en el área am-
biental, de hecho, transfieren la responsabilidad hacia niveles más
altos. Aunque esto puede liberar al municipio de tener que aten-
der los problemas ambientales, en la práctica debilita su legitimi-
dad como la autoridad gubernamental más cercana a los ciudada-
nos hermosillenses y disminuye su derecho de representar efecti-
vamente los intereses de estos.
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Hermosillo: el caso del CYTRAR

Las insuficiencias políticas y administrat i vas resultantes de la poca
c apacidad administrat i va para afrontar los pro blemas ambientales, s e
hacen ampliamente evidentes en la actual disputa sobre el depósito
de desechos peligrosos C Y T R A R ( B e j a r a n o, 1 9 9 7 ) . Este pro bl e m a , q u e
se inició en el otoño de 1997, es una disputa entre activistas cívicos
y autoridades gubernamentales sobre la amenaza potencial para la
salud pública y va l o res ecológicos, de un depósito de desechos peli-
g rosos localizado a sólo ocho kilómetros de la peri fe ria del mu n i c i-
pio y es de los límites y posibilidades de la capacidad de respuesta del
ayuntamiento de Hermosillo en la defensa del medio ambiente.

Como se puede apreciar, los desechos peligrosos constituyen
un área del medio ambiente que, de acuerdo a la Ley del Medio
Ambiente de 1988, está formalmente reservada a las autoridades
federales. A pesar de esto, grupos defensores del medio ambiente
deliberadamente se dirigieron a las autoridades municipales como
el punto de contacto clave puesto que el CYTRAR había sido previa-
mente operado por el municipio y debido a que sus dueños, la
empresa española Tec-Med, habían declarado que contaban con un
permiso de uso del suelo otorgado por el municipio, una declara-
ción que ha sido cuestionada por los ambientalistas y, además, por
el hecho de que el depósito está ubicado dentro del territorio del
municipio (El Imparcial, 1 9 9 8 a ; 1 9 9 8 b ) . E n t re otras consideraciones
que las O N G’s han tenido en cuenta han sido: el deseo de operar el
sistema de abajo hacia arri b a ,p resionar al municipio para que inter-
venga en asuntos claves de preocupación local como son los am-
b i e n t a l e s , ap rove char la presencia de un partido de oposición en el
g o b i e rno municipal y del hecho de contar con una administración
re fo rmista y, fi n a l m e n t e, d ebido a los lazos de las ONG’s con algu-
nos regidores y funcionarios del municipio. Lo que está claro es
que los activistas del medio ambiente estaban muy fa m i l i a ri z a d o s
con los estatutos ap l i c ables y entendían bien las debilidades legales,
a d m i n i s t r at i vas y políticas del municipio en esta área del pro bl e m a .

En breve, mientras que la administración panista se negaba a
aceptar cualquier jurisdicción en el asunto, e s t u vo dispuesta a hacer
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cambios innova d o res una vez que se org a n i z a ron demostraciones
de protesta y un bloqueo de las O N G’s a las instalaciones del C Y T R A R.
El presidente mu n i c i p a l , Jo rge Va l e n c i a , por su propia iniciat i va , s e
acercó a los dueños de Tec-Med y los persuadió de mover sus insta-
laciones en el plazo de un año a otro sitio; el municipio prove e r í a
el terreno y los permisos necesarios una vez que las autoridades fe-
derales y estatales determinaran que el sitio era ambientalmente
adecuado (El Imparcial, 1 9 9 8 c ; El Imparcial, 1 9 9 8 d ) . Esta solución
rompía con los pat rones usuales ya que el municipio respondía in-
dependientemente a las preocupaciones sobre la salud pública local
y eran atendidas con un mínimo involucramiento de las autori d a-
des federales y estat a l e s , al menos hasta donde puede percibirse en
los re g i s t ros públ i c o s.

Sin embarg o, las O N G’s no estuvieron sat i s fe chas con esta solu-
ción y cri t i c a ron los acuerdos a puerta cerrada como carentes de
p a rticipación ciudadana, así como la falta de un convenio fo rm a l
con Tec-Med que permitiera el escrutinio públ i c o, por la falta de: u n
c o m p romiso que prohibiera la importación de desechos de otro s
e s t a d o s ; reconocimiento fo rmal de las amenazas a la salud públ i c a ;
y garantías procesales de la re s p o n s abilidad pública en la selección
y ubicación del nu evo depósito de desech o s , y por el largo peri o d o
de tiempo re q u e rido para su relocalización (El Imparcial, 1 9 9 8 c ) . E s
i l u s t r at i vo que, además de su desacuerdo con los funcionarios de
g o b i e rno sobre los hechos técnicos y los términos del acuerdo con
Te c - M e d , los ambientalistas también estaban preocupados por los
p ro blemas políticos y de procedimiento asociados con la re s o l u c i ó n
del pro bl e m a . Esta preocupación incluía el dere cho a ser info rm a-
dos sobre los términos de las negociaciones entre el mu n i c i p i o, l a
e m p resa Tec-Med y otros niveles de gobiern o ; el dere cho a estar di-
rectamente re p resentados en las negociaciones y deliberaciones re-
lacionadas con la selección del sitio, el diseño de las instalaciones, y
la supervisión y vigilancia del nu evo depósito; y el dere cho a ser in-
fo rmados sobre todos los aspectos técnicos y administrat i vos deri-
vados de la resolución del pro bl e m a .D e s de el principio, los líderes
de las ONG’s consideraron el caso como una prueba crítica al com-
promiso del gobierno de llevar adelante una política ab i e rta e in-
c l u yente que muy pro b ablemente podría establecer un pre c e d e n t e
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nacional en el manejo de los pro blemas relacionados con desech o s
p e l i g ro s o s , así como un precedente a nivel local.

De este modo, a pesar de la iniciat i va innovadora del mu n i c i p i o,
los grupos defe n s o res del medio ambiente vieron la decisión den-
t ro de los pat rones acostumbrados de la política cerr a d a , como una
decisión que despreció el papel de ellos como actores y re p re s e n t a n-
tes de la comunidad de Herm o s i l l o. Es irónico que aun cuando el
municipio se vio a sí mismo como sensible a la presión social, l a s
mismas O N G’s se sintieron excluidas del proceso de toma de decisio-
n e s. Ellas estab a n , por lo tanto, decididas a no aceptar los térm i n o s
del acuerdo de Te c - M e d . E s o, en su momento, l l evó a un endure c i-
miento en las posiciones entre el cabildo y los grupos defe n s o re s.
Los funcionarios municipales re c u rri e ron al argumento legal de que
el pro blema era un asunto federal fuera de su control y acusó a los
l í d e res de las O N G’s de ser part i d a rios del P R D y de estar tratando de
sacar ventaja política del pro bl e m a . Las O N G’s demandaron el cierre
i n m e d i ato del C Y T R A R y su reubicación a un sitio seguro, uno que
cumpliera cabalmente con las normas técnicas federales y estuviera
sujeto a la supervisión y vigilancia de la comu n i d a d , así como a la
de los funcionarios federales y estat a l e s. A principios de marzo, l o s
m i e m b ros de las O N G’s instalados en el C Y T R A R f u e ron desalojados
por la fuerza a través de un operat i vo dirigido por autoridades esta-
tales y municipales lo cual condujo a que las organizaciones se ne-
garan a continuar las negociaciones con el municipio y el gobiern o
del estado (El Imparcial, 1 9 9 8 ; El Financiero, 1 9 9 8 ; El Independiente, 1 9 9 8 ) .
Aunque esta postura era en parte re t ó rica —porque posteri o rm e n-
te las O N G’s se re u n i e ron con funcionarios del municipio y el esta-
do— la credibilidad de los funcionarios municipales ante las org a-
nizaciones defensoras defi n i t i vamente resultó dañada.

Las negociaciones posteri o res sobre el C Y T R A R se han centrado
p rincipalmente en los niveles federal y estat a l . En estas negociacio-
n e s , los funcionarios continúan ap oyando el acuerdo con Te c - M e d
al mismo tiempo que hacen concesiones a las O N G’s respecto a los
p rocedimientos que se utilizarían en la rat i ficación y monitoreo del
nu evo depósito. Sin embarg o, respecto al importante pro blema de la
i m p o rtación de desechos tóxicos provenientes de otros estados, l o s
f u n c i o n a rios federales se han resistido duramente a hacer cualquier
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c o n c e s i ó n , citando las actuales regulaciones federales que perm i t e n
el intercambio intere s t atal de desechos peligrosos y va rios pro bl e-
mas prácticos que resultarían de la prohibición total de esta prácti-
ca en favor de Sonora. La disputa sobre el C Y T R A R, sin embarg o, h a
sido un catalizador de una iniciat i va legislat i va federal reciente que
plantea la modificación de la legislación existente, ya que re q u i e re
la especificación de prácticas re g u l at o rias interg u b e rn a m e n t a l e s
“ c o n c u rre n t e s ” a nivel estatal en todo el país. El papel concreto de
los municipios en esta política no está claro aun.

Entonces, ¿qué es lo que revela el caso del CYTRAR acerca de la
protección ambiental a nivel municipal? Primero, muestra que a
pesar de las actuales regulaciones federales en materia de adminis-
tración de desechos peligrosos, es muy probable que los munici-
pios sean engarzados administrativamente en el proceso regulato-
rio y puedan ser, por lo tanto, objeto de demandas ciudadanas por
acciones de gobierno. Siendo el nivel de gobierno más cercano a
la comunidad,los ciudadanos esperan que los municipios respon-
dan a sus peticiones y protejan sus intereses, particularmente
cuando se trata de problemas de salud pública. Segundo, el caso
sugiere que los municipios deben tener alguna capacidad para ac-
tuar en estos problemas aun en los casos donde su autoridad for-
mal esté altamente restringida por la actual legislación federal y
estatal. El advenimiento de gobiernos reformadores —gobiernos
de oposición— a nivel municipal, provee un incentivo adicional a
los funcionarios locales para responder a presiones políticas gene-
radas localmente que buscan soluciones a los problemas concer-
nientes al medio ambiente. Tercero, apunta la necesidad urgente
de que tanto la legislación a nivel municipal como los procesos
administrativos establecidos propicien que los municipios puedan
responder y sean más transparentes con los ciudadanos y las orga-
nizaciones ciudadanas en estos asuntos. La falta de tales normas y
p rocedimientos desde un inicio, ha probado ser una desventaja en
la capacidad del municipio de Hermosillo para funcionar de mane-
ra cre í ble como un interm e d i a rio entre los intereses del sector pri-
va d o, los más altos niveles de gobierno y los intereses ciudadanos.
Con la ausencia de dicha norm at i v i d a d , los ciudadanos tienen razón
en ser cínicos respecto a la capacidad del gobierno local de re p re-
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sentar sus intereses en relación a otros asuntos, de desarro l l o, de los
g o b i e rn o s , o de cualquier otro tipo. C u a rt o, es obvio que el empu-
je descentralizador de las iniciat i vas legislat i vas nacionales está des-
lizándose hacia niveles infe ri o res a un paso extremadamente lento y,
como es de suponerse, ha hecho muy poco para fo rtalecer la cap a-
cidad de las administraciones estatal y federal en mat e ria de pro t e c-
ción ambiental en Herm o s i l l o. F i n a l m e n t e, aunque puede arg ü i r s e
que el caso de Hermosillo es único, s u g i e re que las mov i l i z a c i o n e s
sociales sobre cuestiones ambientales están rebasando en mu cho la
c apacidad del gobierno de proteger  el medio ambiente. Esta bre ch a
e n t re las expectat i vas sociales, la organización social y la cap a c i d a d
g u b e rn a m e n t a l , d e fi n i t i va m e n t e, conducen a la urgencia de cre a r
instituciones del medio ambiente con mayor capacidad de re s p u e s-
ta a todos los niveles del sistema político.

Hermosillo: el caso del tratamiento 
de aguas residuales

Otras lecciones pueden derivarse de la experiencia de Hermosillo
en el tratamiento de aguas residuales. Como se mencionó anterior-
mente, los servicios de agua potable y alcantarillado de la ciudad
son dirigidos por una dependencia estatal, la COAPAES. Tales servi-
cios son prestados a través del organismo operador de Hermosillo
(COAPAH), una agencia administrativa que puede ser descrita como
una subsidiaria semiautónoma de la dependencia estatal. Los inte-
reses municipales en la materia están representados en la Junta de
Gobierno de COAPAH junto con representantes de otros sectores de
usuarios.

Como sucede en otras ciudades mexicanas, la atención de la ad-
ministración del agua hasta ahora, se ha centrado en el ab a s t e c i-
miento (u ofe rta) de agua potable y en la distri bución de tales re-
c u r s o s. La administración municipal de la calidad del agua es en
e fecto re s p o n s abilidad de la C OA PA H, misma que trabaja con la C OA-
PA E S, la Comisión Nacional del Agua (C NA) , S E M A R NA P, S I U E, y autori-
dades de salud pública a nivel mu n i c i p a l , e s t atal y fe d e r a l , en la re-
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gulación de la calidad del agua dentro de la ciudad (Pineda 1998).
En el caso del alcantarillado y la administración de aguas re s i d u a l e s ,
prácticamente todas las aguas negras son descargadas en la cuenca
seca del Río Sonora al poniente de la ciudad sin ningún trat a m i e n-
to básico. A partir de principios de la década de los nove n t a , a l g u-
nos activistas de la salud pública y ambientalistas pre s i o n a ron al
municipio para que buscara ap oyo económico para el tratamiento
de las aguas residuales. En este tiempo, tanto el Proyecto del Agua
en México del Banco Mundial y el Proyecto Ambiental del Norte
de México habían dado prioridad de inversión en saneamiento y
tratamiento de las aguas residuales (Banco Mundial, 1994; 1996).
El municipio, trabajando conjuntamente con la COAPAH, obtuvo
fondos nacionales y multilaterales para la adquisición de una plan-
ta con tecnología de punta para el tratamiento de las aguas resi-
duales que sería terminada en 1997. Debido a la poca experiencia
de la COAPAH en la administración de un proyecto de este tipo, és-
te fue otorgado a una compañía privada en base a un contrato de
construcción, operación y transferencia (BOT, por sus siglas en in-
glés). De este modo, la propiedad y administración de su opera-
ción  se transferiría a la COAPAH después de 20 años, una vez que
la inversión en el proyecto fuera amortizada (Cota García, 1998;
El Imparcial, 1998f).

El proye c t o, sin embarg o, ha sido obstaculizado por las re c i e n t e s
d i ficultades económicas de México que ocasionaron que los crédi-
tos y los planes para concluir esta obra fueran re p ro g r a m a d o s. La fe-
cha actual para su conclusión es 1999 pero el proyecto puede irse
más allá de tal fe cha debido a los re c o rtes presupuestales adiciona-
les de este año producto de la última crisis del petróleo. M i e n t r a s
t a n t o, la C OA PA H ha decidido avanzar en la operación de cinco pro-
yectos de aguas gri s e s , que son proyectos menore s , de menos cos-
to y con tecnología de menor nivel, con el fin de mitigar el pro-
blema del alcantarillado (El Imparcial, 1998g).

Las lecciones que se desprenden de este caso son varias. Prime-
ro, la incorporación de los valores ambientales en el diseño y de-
sarrollo de la planta de tratamiento de aguas residuales se ha rea-
lizado prácticamente sin la supervisión directa por parte del mu-
nicipio, ya que depende casi exclusivamente de las agencias esta-
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tales para la supervisión de la aplicación de las normas y regula-
ciones en la calidad del agua. Segundo, muestra el atraso de Her-
mosillo, tanto a nivel del ayuntamiento como al de la COAPAH, en
cuanto a la capacidad administrativa y financiera para desarrollar
y operar infraestructura ambiental y evidencia la vulnerabilidad
económica de tales proyectos aun cuando se cuente con el respal-
do de bancos desarrolladores, multilaterales. Es claro que se re-
querirá mucho más tiempo del que originalmente se previó para
echar a andar este proyecto.

Los municipios fronterizos de Sonora

D e n t ro de Sonora, la descentralización de la administración en ma-
t e ria ambiental está en cierto modo más avanzada en los mu n i c i p i o s
de la frontera con los Estados Unidos que en el resto de los mu n i-
cipios del estado, d ebido al impacto que han tenido en los pri m e-
ros los nu evos organismos y programas fro n t e rizos tales como el
Banco del Desarrollo para Norte A m é rica (NA DB a n k ) , la C O C E F (B E C C)
y Frontera X X I. Estos pro g r a m a s , en asociación con el proceso del
T L C, p rivilegian en aspectos importantes a los municipios fro n t e ri-
zos aun al compararlos con municipios urbanos grandes del inte-
rior del estado, como el de Herm o s i l l o. Aunque es indudable que
H e rm o s i l l o, d ebido a su tamaño e importancia política, ha re c i b i d o
una cantidad desproporcionada de recursos federales y estat a l e s
asignados para el desarrollo mu n i c i p a l , los municipios fro n t e ri z o s
ahora se están beneficiando de una amplia gama de programas cu-
yo objetivo es mejorar la infraestructura para la administración del
medio ambiente y la capacidad municipal para atender los pro bl e-
mas ambientales.

Es importante notar que los municipios fro n t e rizos —defi n i d o s
o ficialmente como aquellos municipios que se encuentran dentro
de 100 kilómetros de la línea fro n t e riza (ver cuadro 5)— sufren de
la mayoría de las carencias identificadas en el caso de Herm o s i l l o.
Ninguno de ellos ha adoptado un reglamento ambiental mu n i c i p a l ,
ni tienen un departamento ambiental separado, todos sufren de fa l-
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ta de recursos fi n a n c i e ros para hacer cumplir las regulaciones am-
b i e n t a l e s , y dependen en gran medida de las autoridades estatales y
federales para cumplir con las obligaciones legales en el campo am-
b i e n t a l . Sin embarg o, la posibilidad de tener acceso a los pro g r a m a s
ambientalistas binacionales para la fro n t e r a , c o n s t i t u ye una ve n t a j a
i m p o rtante para estas comu n i d a d e s , así como un incentivo para de-
s a rrollar métodos más part i c i p at i vos en el diseño de políticas y pro-
cesos administrat i vos a nivel mu n i c i p a l .

Las ventajas de los municipios fronterizos para desarrollar una
mayor capacidad que los del interior se derivan de los siguientes
factores: a) la disponibilidad de recursos técnicos y financieros
para inversión en infraestructura ambiental provistos por la C O C E F y
el Banco Nort e a m e ricano de Desarrollo (B E C C/NA D B a n k ) , la C I L A

(I B W C) , las oficinas nacionales de medio ambiente en México y los
E UA y otras fuentes de financiamiento público y pri va d o, b) los re-
quisitos sustantivos y de procedimiento para tener acceso a estos re-
c u r s o s , y c) la incorporación de los municipios y actores situados
en los municipios en la negociación de pro blemas y pri o ridades de
cooperación binacional ambiental en el área fro n t e ri z a .

En el pre s e n t e, al menos cinco municipios fro n t e rizos de Sono-
ra (Agua Pri e t a , N a c o, N o g a l e s , Sonoita y San Luis Río Colorado)
han presentado propuestas de proyectos para la C O C E F con dive r s o s
grados de éxito (Spalding y Au d l ey, 1 9 9 7 ) . Para ser competitivas las
p ropuestas deben de reunir estándares de impacto ambiental, m o s-
trar una contri bución positiva al desarrollo sustentable y reunir cri-
t e rios estrictos de orden fi n a n c i e ro y técnico que demu e s t ren que
los proyectos son sustentabl e s. Los proyectos que reúnen los estri c-
tos cri t e rios de sustentabilidad reciben un tratamiento y considera-
ción especial a la hora de la cert i ficación y fi n a n c i a m i e n t o.

Las propuestas para infraestructura ambiental se pueden deri va r
de una va riedad de modelos para desarrollo de proye c t o s , los cua-
les van desde los proyectos de empresas pri vadas y los esquemas B OT

hasta los proyectos emprendidos directamente por los mu n i c i p i o s
m i s m o s. Independientemente del modelo que se adopte, todas las
p ropuestas deben de reunir los cri t e rios básicos de cert i fi c a c i ó n .L o s
c ri t e rios de la C O C E F buscan garantizar que el desarrollo de los pro-
yectos esté ab i e rto a la participación públ i c a , que los objetivos y
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métodos sean objeto de evaluación por todos los involucrados y que
la info rmación básica sobre el diseño, d e s a rrollo e implementación
de los proyectos esté al alcance de todas las partes interesadas —la
única excepción a esto último ocurre con tecnología patentada y de
p ropiedad que está protegida del acceso del público general—. L o s
c ri t e rios técnicos de la C O C E F están orientados a asegurar que los re-
cursos administrat i vos estén disponibles para la implementación

Número de municipios fronterizos: 19
Número total de municipios: 72

Lista de municipios fronterizos:
Agua Prieta

Altar
Arizpe

Átil
Bacanora
Bavispe

Fronteras
Caborca
Cucurpe
Imuris

Magdalena de Kino
Naco

Nogales
Oquitoa

Plutarco Elías Calles
Puerto Peñasco

San Luis Río Colorado
Santa Cruz

Sáric

Cuadro 5

Municipios fronterizos de Sonora

Fuente: INEGI, 1996.
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exitosa de los proye c t o s. Los municipios que presentan proye c t o s
que sat i s fagan estas condi c i o n e s , consiguen beneficios signifi c at i vo s
para desarrollar capacidades locales que muy pro b ablemente se ex-
tenderán a otras prácticas administrat i vas y como procesos de larg o
p l a z o. El hecho de que la C O C E F y el Banco Nort e a m e ricano de Desa-
rrollo (B E C C/NA D Bank) provean los recursos técnicos y fi n a n c i e ro s
para alcanzar el nivel que re q u i e ren estos proye c t o s , es un incentivo
i m p o rtante para su adopción.

C i e rt a m e n t e, las contri buciones de la C O C E F y el Banco Nort e a-
m e ricano de Desarrollo (B E C C/NA D Bank) para el desarrollo de cap a-
c i d a d e s , funcionan al nivel de los proyectos y no al nivel de los sis-
temas de gobierno o leyes fo rm a l e s. La experiencia a nivel de pro-
yectos no se extiende necesariamente a la re fo rma de los sistemas.
Es también verdad que algunos municipios pueden ser marg i n a d o s
por el requisito de cumplir esos cri t e rios o que simplemente no tra-
ten de tener acceso a estas nu evas fuentes de re c u r s o s. Sin embarg o,
en la medida en que los municipios part i c i p e n , el proceso de la C O-
C E F y el Banco Nort e a m e ricano de Desarrollo (B E C C/NA D Bank) pro-
porciona una experiencia valiosa al interior de las comu n i d a d e s
f ro n t e ri z a s , los administradores gubernamentales y otros actores lo-
c a l e s. Esto los compromete en procedimientos de largo plazo que re-
fuerzan el ap rendizaje social y constru yen capital humano —ele-
mentos vitales en la construcción de capacidad municipal para la
p rotección ambiental—.Además del desarrollo de los proyectos mis-
m o s , es razonable suponer que algunas de las lecciones políticas que
e m e rgen de los proyectos de la C O C E F y el Banco Nort e a m e ricano de
D e s a rrollo serán internalizadas por los municipios que part i c i p e n .

El conjunto de programas ambientales orientados a la frontera
que emergen del Programa Fronterizo XXI, una elaboración de los
programas autorizados bajo el Acuerdo de Cooperación Ambien-
tal Fronterizo de 1983 (mejor conocido como el Acuerdo de la
Paz), también tiene el objetivo de contribuir a desarrollar las ca-
pacidades de los municipios fronterizos. Frontera XXI explícita-
mente busca apoyar los esfuerzos de descentralización de México
encaminados a la protección ambiental en el área de la Frontera
Norte. El Programa para la Frontera Norte del Banco Mundial y el
gobierno de México está enfocado formalmente a los estados



f ro n t e ri z o s , aunque sus vínculos con la C O C E F y el Banco Nort e a m e-
ricano de Desarrollo (B E C C/NA D B a n k ) , la C I L A (I B W C) y con los pro-
gramas nacionales de ambos países focalizados en la fro n t e r a , c o n-
centran efe c t i vamente sus recursos en la zona fro n t e ri z a . F ro n t e r a
X X I tiene como blanco particular cinco áreas pro bl e m a , s i g u i e n d o
c u at ro dire c t rices estratégicas fundamentales (ver cuadro 6), q u e
son ag u a , a i re, desperdicios peligro s o s , educación ambiental/pre-
vención de contaminación (respuestas de emergencia) y coopera-
ción en la aplicación de leye s. D e n t ro de cada una de esas áre a s ,F ro n-
tera X X I e s t ablece una agenda para desarrollo de políticas binaciona-
les dirigidas a ap oyar a los estados y municipios del área fro n t e ri z a .

En el presente, la mayor parte de lo contemplado en estos pro-
gramas está aun por verse en los municipios fronterizos de Sono-
ra. Son pocos los esfuerzos concretos para involucrar a los muni-
cipios fronterizos como tales. El Documento de Referencia 1996
de Frontera XXI, por ejemplo, enlista sólo cuatro proyectos —uno
en Naco y tres en Nogales— entre los diversos programas de áreas
sustantivas que pueden ser identificados positivamente como de
los municipios fronterizos. Todos los otros proyectos relativos a
Sonora, son a nivel de estado o de dependencias federales (EPA,
1996: cuadro 5.3). No hay duda, sin embargo, que el Programa
Frontera XXI ayuda a enfocar la atención binacional y nacional en
los problemas ambientales de las ciudades fronterizas y que está
contribuyendo con recursos adicionales directos para resolver esos
problemas (ver cuadro 7). Esto es cierto aun cuando en la prácti-
ca el proceso real, en contraste con el formal, esté evolucionando
a cuentagotas.

Descentralización ambiental en Sonora: 
lecciones, problemas y desafíos

¿Qué reve l a , e n t o n c e s , la situación de Sonora en mat e ria de pro c e-
sos de descentralización ambiental en el área de la Frontera Nort e ?

P ri m e ro, está claro que la descentralización es un proceso alta-
mente complejo que ha ab i e rto nu evas oportunidades para part i c i-
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1. Resolver aspectos estructurales críticos y llevar a cabo las
funciones organizacionales identificadas como pertene-
cientes a la administración ambiental en los estados y mu-
nicipios de la Frontera Norte.

2. Establecer las bases para el desarrollo de una administra-
ción ambiental planeada y participativa.

3. Enfocarse en objetivos con una perspectiva que considere
tiempo y cobertura múltiple.

4. Fortalecer la capacidad local de respuesta ambiental en re-
lación con asuntos que caen bajo la esfera de autoridad lo-
cal y conjuntar los elementos necesarios para asumir las
responsabilidades que se encuentran actualmente bajo la
esfera de la autoridad federal.

Cuadro 6

Estrategias de Frontera XXI para desarrollar las capacidades de
administración ambiental en el área de la frontera norte

Fuente: US, EPA, 1996.

par y presentar iniciat i vas locales en el proceso de fo rmulación de
p o l í t i c a s. Más aun, la descentralización es una necesidad política que
se ve re forzada por un proceso más amplio de democratización y un
m ayor activismo de las fuerzas sociales en los niveles estatal y mu-
n i c i p a l .

S e g u n d o, tal como se ha desarrollado la descentralización ha in-
cluido sus tres tipos (desconcentración, delegación y devo l u c i ó n ) ,s i
bien su fo rma dominante ha sido la desconcentración más que la
d evo l u c i ó n . En gran medida esto se debe a la lentitud en la adopción
de reglamentos municipales y a la muy limitada capacidad de los
municipios —dado el carácter sostenido de sus re s t ricciones fi n a n-
cieras— para ampliar el rango de sus compromisos administrat i vo s
más allá de sus funciones más tradicionales y establ e c i d a s. Esta re a-
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I. Agua.Revisión de las facultades legales para dar mayor capacidad a los
gobiernos estatales y municipales.

a) Dar a los administradores autoridad suficiente para enfrentar sus respon-
sabilidades.

b) Permitir a los municipios que reciban financiamiento externo directo
(particularmente por medio del NAD Bank) y facilitar la inversión del sec-
tor privado en los sistemas de agua potable, alcantarillado y saneamien-
to.

II. Aire. Mejoramiento de la capacidad de los estados y municipios para
vigilar la calidad del aire.

a) Asignar equipo.
b) Mejorar la capacidad de vigilancia.
c) Desarrollar esquemas de financiamiento de manera que se pueda dar la

operación y mantenimiento de programas de monitoreo de la calidad
del aire de una manera eficiente, equitativa y sostenible por los munici-
pios involucrados.

d) Formar comités similares a el Comité Binacional Piloto para la Calidad
del Aire de El Paso-Cd.Juárez.

I I I. D e s e chos peligro s o s. I nvolucrar a los estados y municipios en el
seguimiento y control de los desechos peligro s o s ,i n c l u yendo la consulta a las
c o munidades locales sobre la identificación de ubicaciones viables para alber-
gar centros de disposición y reciclamiento de desech o s.

IV. Educación ambiental, prevención de la contaminación y acciones de
respuesta a emergencias . Crear subgrupos regionales que involucren direc-
tamente a estados y municipios en estas actividades.

V. Aplicación y cumplimiento cooperativo. Establecer subgrupos bina-
cionales locales y estatales para elevar la cooperación binacional.

Cuadro 7

Problemas sustantivos de administración manejados por el
Programa de Descentralización Frontera XXI

Fuente: US, EPA, 1996.



lidad estructural es re fo r z a d a , sin embarg o, por la falta de clari d a d
en la división del trabajo entre los distintos niveles de gobiern o, re-
flejada en las legislaciones estatal y fe d e r a l . Semejantes ambigüeda-
des tienden, n at u r a l m e n t e, a empujar la resolución de pro bl e m a s
ambientales hacia los niveles más altos del sistema político, re d u-
ciendo la confianza cívica y disminu yendo el nivel de las expectat i-
vas públicas sobre la actividad del mu n i c i p i o.

Te r c e ro, es evidente que la pri o ridad de la protección ambien-
tal continúa estando ligada a la provisión de servicios básicos en los
n i veles de municipio y estado. El énfasis en Hermosillo y en los
municipios fro n t e rizos está dirigido a la atención de necesidades
b á s i c a s , agua potabl e, sistemas de alcantari l l a d o, t r atamiento de
aguas residuales y administración de desechos sólidos. Los asuntos
relacionados con la calidad de vida, como reciclamiento y reuso de
desperdicios sólidos apenas comienzan a ap a re c e r. O t ros asuntos
d e n t ro de la jurisdicción municipal o donde los municipios poseen
j u risdicción concurrente con el estado, que van desde el control de
la calidad del aire a la planeación ecológica y al uso de la tierr a ,h a n
recibido una pri o ridad menor en la agenda mu n i c i p a l . E m p e ro, e n
el caso de la administración de desperdicios peligro s o s , un asunto
o ficialmente re s e rvado a la jurisdicción fe d e r a l , se muestra que los
municipios tendrán dificultades para eludir el tener que re n d i r
cuentas a los públicos locales, independientemente de la división
a d m i n i s t r at i va existente del trab a j o. Ello en razón de su prox i m i d a d
al pro bl e m a , su papel en la planeación del uso del suelo y su part i-
cipación en el desarrollo industri a l .

Cuarto, es evidente que la zona inmediata de la Frontera Nor-
te está siendo proporcionalmente más beneficiada por el conjun-
to de programas creados dentro del proceso del TLC. Esos progra-
mas prometen dotar a los municipios de la Frontera Norte con in-
fraestructura adicional, experiencia administrativa y política, con
procesos de toma de decisiones más abiertos y transparentes, te-
niendo así un impacto en la prestación de servicios básicos por
medio de un marco de acción que enfatiza el desarrollo sostenible
y la protección de valores ambientales. Existe una razonable espe-
ranza de que estas experiencias se extenderán a las administracio-
nes municipales y proporcionarán a los actores sociales la expe-
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riencia y confianza para incidir en una mayor apertura hacia el ni-
vel municipal en materia de diseño de políticas ambientales.

Q u i n t o, la situación de Sonora es indicat i va de la creciente fo rt a-
leza de los movimientos sociales, de las O N G’s y activistas ciudada-
n o s , en defensa de la protección ambiental en el área de la Fro n t e r a
N o rt e. En un alto grado, esta movilización social es independiente
de la realidad fo rmal de la descentralización ofi c i a l , pues su impul-
so deri va del desarrollo organizado de preocupaciones ambientales
y del proceso nacional de democrat i z a c i ó n . Aun así, es incuestiona-
ble que la movilización social se beneficia y refuerza de las medidas
de descentralización. Más importante todavía es el hecho de que la
m ovilización social está teniendo un papel vital en la identifi c a c i ó n
de las debilidades del sistema actual y de las pri o ridades para re fo r-
mas necesarias de tipo legal.

S e x t o, se necesitan re fo rmas adicionales para definir las compe-
tencias en los distintos niveles de gobierno en el área de políticas
a m b i e n t a l e s , para integrar y organizar mejor estas disposiciones con
las normas relacionadas con el manejo de los diversos re c u r s o s , y
para asegurar que las medidas políticas sean ap l i c ables dentro de la
j u risdicción de los dife rentes niveles de gobiern o. A c t u a l m e n t e, e l
mismo gobernador de Sonora ha aceptado que en el caso de CYTRAR

la opinión pública tiene poca confianza en la limpieza y responsa-
bilidad de los gobiernos estatal y municipal. Las autoridades am-
bientales en Sonora reconocen estos problemas y se hallan en eta-
pas iniciales de revisión de la ley ambiental con el fin de clarificar
las competencias de las entidades municipales, y estableciendo
prioridades para la protección ambiental. Estas reformas deben
asegurar una mayor inclusión de los ciudadanos en el proceso de
desarrollo de reglamentos y ejecución en todos sus niveles. En es-
te sentido, los municipios fronterizos deben aprovechar las venta-
jas para elaborar sus propios reglamentos, asegurando que estén
en concordancia con la jurisdicción de las leyes estatales y federa-
les incluyendo áreas de jurisdicción concurrente y procedimientos
transparentes que consideren a la ciudadanía.

Recibido en julio de 1998
Revisado en noviembre de 1998
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